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VIOLACIÓN DEL DERECHO DE ASCENSO DE LOS MILITARES 

HERIDOS EN COMBATE POR INTERPRETACIÓN INCONSTITUCIONAL 

DE LA NORMA. 

 

 

JORGE ANDRÉS PEÑA SOLÓRZANO 

 

1. RESUMEN 

 

Mediante la  investigación  descriptiva  de  la  norma  se puede evidenciar  que  a  

través del  Decreto 1790 de 2000  se  ha  generado  una  controversia en cuanto  a 

la  interpretación  y aplicación de  la  norma,  por  cuanto  se trasgrede garantias  

fundamentales como  lo es  el  principio de estabilidad laboral reforzada de los 

militares heridos en combate. 

 El  alcance  de  esta  investigación  busca  un criterio de  unificacion de  la norma  

ya  que  los  miembros  de las Fuerza  Militares  declarados  no  aptos  por sanidad  

militar, y  asi poder  determinar  el  grado de  vulneracion de  los  derechos  

fundamentales de los heridos en combate de las Fuerzas Militares ya que estan  

siendo  sometidos  a criterios de  discresionalidad  para  no  ascender, situación que  

afecta  en un  carácter patrimonial  a  estos  miembros  que  han  disminuido  su  

capacidad  laboral  con ocasión al conflicto  armado, toda  vez  que  la  solución  

aplicada  a  estos  casos  es  la de  acceder  a  una  pensión por  invalidez  que  en 

muchos  de  los casos tiene  un  valor  irrisorio de acuerdo a  la calidad de  vida  de  

estas  personas, pudiendo  estas acudir a un derecho  de ascenso  para  garantizar  

un minimo  vital  a fin de vivir  dignamente. 

En conclusión el  instrumento de  protección  a ese  princípio de  estabilidad 

reforzada se configura  con  la  acción  de nulidad  por inconstitucionalidad a  fin de  
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garantizar  el derecho de ascenso de estos  miembros  afectados por el conflicto 

armado. 

1.1. PALABRAS CLAVE 

DERECHO  ASCENSO            MILITARES   HERIDOS 

 

2. ABSTRACT 

Through descriptive research of the standard can show that through Decree 1790 of 

2000 has generated a controversy regarding the interpretation and application of the 

rule, because fundamental guarantees it transgresses as is the principle of job 

security enhanced military wounded in combat. 

 The scope of this research seeks a criterion of unification of the standard as 

members of the Armed Forces declared unfit for military health, and so to determine 

the degree of violation of the fundamental rights of those wounded in combat of the 

Armed Forces and who are undergoing criteria discresionalidad not rise, which 

affects in a patrimonial character to these members who have reduced their working 

capacity during the armed conflict, since applied to these cases solution is access 

to a pension disability which in many cases have a derisory value according to the 

quality of life of these people, these can go to a right of promotion to ensure a vital 

minimum to live with dignity. 

In conclusion the instrument of protection to the principle of enhanced stability is 

configured with the action of nullity for unconstitutionality in order to guarantee the 

right of rise of these members affected by armed conflict. 
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2.1. KEYWORDS 

RIGHT  PROMOTION  MILITARY  WOUNDED 

3. INTRODUCCIÓN 

Las Fuerzas Militares de Colombia cuentan con la gran responsabilidad de sostener 

el estado social de derecho y se constituyen como un organismo dependiente del 

ejecutivo garante de las prerrogativas constitucionales con las que cuenta el pueblo 

colombiano. 

 

Debido a esta responsabilidad, cuya fuente es la misma Constitución Política en su 

artículo 217, razón por la cual se estableció un régimen de carrera propio, especial 

del sistema castrense con miras a garantizar el cumplimiento de tal tarea. Con el 

desarrollo histórico de la institución castrense y para garantizar la disciplina que 

impera en tal régimen, es así que el Congreso de la República facultado por el 

artículo 150 numeral décimo de la Constitución, expidió la ley 578 de 2000 que 

otorgó amplias facultades al Ejecutivo para determinar el régimen de carrera de las 

Fuerzas Militares. 

 

Así las cosas en cabeza del Ministerio de Defensa, el Gobierno Nacional expidió los 

decretos 1790 a 1799 del 14 de septiembre del año 2000.  

 

Para la época de los hechos, el país atravesaba una convulsionada crisis, pues fue 

el año del fallido proceso de paz y del fin de la tan cacareada zona de distensión, 

uno de tantos intentos por alcanzar la anhelada “paz”. Entretanto el mismo 

presidente de la época, Andrés Pastrana, visibilizó la necesidad de contar con unas 

Fuerzas Armadas modernas y combatir de cara a nuevos retos, verbigracia, la 

pretérita adhesión de Colombia al estatuto de Roma y la infancia de los códigos 

penal y de procedimiento penal, así como la llegada del nuevo milenio y la 

consabida baja de popularidad presidencial.  
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Bajo la dirección del recientemente fallecido General Fernando Tapias Stahelin  se 

materializó dicho proceso. 

 

Al llegar al poder Álvaro Uribe Vélez se intensificó el conflicto masificando la 

cantidad de militares heridos en acción y a este punto hace referencia el artículo 52 

en su parágrafo del decreto ya citado: 

ARTÍCULO 52. REQUISITOS COMUNES PARA ASCENSO.  Para ingresar 

y ascender en las Fuerzas Militares se requiere acreditar condiciones de 

conducta, profesionales y sicofísicas como requisitos comunes para todos 

los oficiales y suboficiales y además cumplir las condiciones específicas que 

este Decreto determina. 

PARAGRAFO. El personal de oficiales y suboficiales que en el momento de 

ascenso sea declarado no apto por la Sanidad Militar como consecuencia de 

heridas en combate o como consecuencia de la acción directa del enemigo, 

en conflicto internacional o en tareas de mantenimiento o restablecimiento 

del orden público interno, podrá ascender al grado inmediatamente 

superior con novedad fiscal, antigüedad y orden de prelación en que 

asciendan sus compañeros de curso o promoción, previo cumplimiento de 

los requisitos establecidos por el presente Decreto, a excepción del requisito 

de mando de tropas en el Ejército, el tiempo de embarco o de mando en la 

Armada Nacional y el tiempo de mando y horas de vuelo en la Fuerza Aérea, 

Ejército y Armada. Ministerio de defensa. (2000). decreto 1790 de 2000.  

 

3.1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA: PREGUNTA PROBLEMA 

Para el Ministerio de Defensa, en una interpretación claramente  violatoria de la 

constitución y de forma discriminatoria no permite que los oficiales y suboficiales 

heridos en combate puedan ascender si no una sola vez, pues a juicio de ellos, “al 

grado inmediatamente superior” significa un único ascenso; luego del cual 

destituyen al militar herido o en el mejor de los casos retrasan indefinidamente el 



7 
 

ascenso de los mismos,  convirtiéndose dicha medida en una clara represalia contra 

el miembro de la fuerza pública “no apto” por disminución de su capacidad laboral. 

Esta actuación envía el claro mensaje a los miembros de la Fuerza Pública que si 

son heridos en combate verán menguados muchos de los derechos que da la 

carrera militar, especialmente el de ascenso, violentando así el principio 

constitucional de estabilidad laboral reforzada. 

  

Por  medio del presente  escrito se  buscará  investigar  y  analizar  el  Decreto 1790 

del año 2000,  a  fin de  determinar  el  grado de  vulneración de  los  derechos  

fundamentales de los heridos en combate de las Fuerzas Militares que ven truncado 

su derecho de ascender en la carrera militar por el hecho de presentar una 

disminución de la capacidad laboral. 

 

Lo  anterior  por  cuanto se  reflejan los  siguientes  problemas  juridicos: 

¿Existe una violación a los derechos fundamentales de los oficiales y suboficiales 

de las Fuerzas Militares de Colombia ante la negativa de ascenso al sobrevenir una 

discapacidad en el desarrollo de operaciones militares? 

El presente artículo de investigación abarca el problema investigativo que hace 

referencia al ascenso de los oficiales y suboficiales de las fuerzas Militares; bajo el 

presente surgen los siguientes interrogantes: 

a. ¿El Ministerio de Defensa Nacional interpreta erróneamente el parágrafo del 

artículo 52 del decreto 1790 de 2000? 

b. ¿Lo hace a la luz de los principios fundantes del estado social de derecho? 

c.   ¿Debe salir del ordenamiento jurídico la expresión censurada? 

 

 

 

 

 

 



8 
 

4. OBJETIVOS 

 

4.1. GENERAL 

 

Identificar el alcance de la responsabilidad que debe asumir el Estado, como 

consecuencia de la negativa de los comandos de Fuerza de cumplir en todos sus 

aspectos las normas de todo orden que privilegian el ascenso de los discapacitados 

de las Fuerzas Militares. 

 

5. DESARROLLO DE LA INVESTIGACIÓN 

 

Citando a López Oliva (2014) “En Colombia, la acción constitucional de tutela ha 

repercutido de forma positiva en el bienestar de las personas. (p 58). Para el estudio 

presente se hace necesario recalcar que es la jurisdicción constitucional la llamada 

a dirimir tal conflicto. 

 

Frente  a esto  es  menester  hacer  hincapie  en que  la presente investigación nace 

de la ingente necesidad de proteger los derechos constitucionales de los miembros 

discapacitados de las Fuerzas Militares que han visto una mengua en sus derechos 

laborales en razón a su calidad de víctimas del conflicto, pues a pesar de que esta 

norma tiene ya 15 años aún sigue existiendo dentro del ordenamiento jurídico 

causándole un efecto lesivo a aproximadamente una población de 300 a 500 

miembros activos de las Fuerzas Militares declarados no aptos por la sanidad militar 

y sin posibilidad de reubicación laboral debido a que la pérdida de capacidad laboral 

es igual o superior al 50 por ciento. 

 

Los heridos en las Fuerzas Militares superan los quince mil, pero estos han sido 

retirados y pensionados por invalidez, por lo que el grupo se reduce a los que aún 

se encuentran en actividad y están pendientes por ascenso. 
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La presente investigación inevitablemente desembocará en un medio de Control de 

Nulidad por Inconstitucionalidad, la misma servirá de base para presentar tal acción. 

Según García (2013) 

 

La acción de nulidad por inconstitucionalidad se encuentra regulada en 

el artículo 135 del código de procedimiento administrativo y de lo 

contencioso administrativo, esta acción ha sido denominada como una 

derivación de la simple nulidad sin embargo la causal de procedencia de 

esta es la infracción directa de la Constitución de los decretos de carácter 

general expedidos por el Gobierno Nacional. (p1). 

 

Esta investigación genera un valor teórico agregado, puesto que sí la acción de 

Nulidad por inconstitucionalidad llega a ser fallada de manera favorable, generará 

un cambio positivo a futuro dentro del estamento militar de carácter erga omnes, 

contrario sensu, si no llegase a resultar favorable la misma, este estudio proveerá 

bases para determinar cambios en la doctrina militar, que para inicios del año 2016, 

comenzará la transformación de la misma. 

   

 

La interpretación dada a la norma en comento claramente admite dudas, pues su 

redacción es ambigua, lo que puede generar al lector de una u otra parte una idea 

diferente de lo que quiso el legislador al momento de crear tal norma. 

 

 

5.1. POSICIÓN DEL MINISTERIO DE DEFENSA 

 

Si lo miramos desde la óptica del Ministerio de Defensa, puede ser que tenga la 

razón, pues a juicio de esta entidad, ascender a hombres menguados físicamente 

afectaría el fin institucional de la Fuerza Pública, vemos pues, que se presenta un 

choque o colisión de principios de rango constitucional. 
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A la letra reza el artículo 217 del ordenamiento superior: 

“ARTICULO  217. La Nación tendrá para su defensa unas Fuerzas Militares 
permanentes constituidas por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. 

Las Fuerzas Militares tendrán como finalidad primordial la defensa de la 
soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden 
costitucional. 

La Ley determinará el sistema de reemplazos en las Fuerzas Militares, así 
como los ascensos, derechos y obligaciones de sus miembros y el régimen 
especial de carrera, prestacional y disciplinario, que les es propio.” 
(Asamblea Nacional Constituyente 1991). 

Lo que quiere decir que por inherencia constitucional, no pueden existir militares 

activos en estado de discapacidad, pues no podría cumplirse la función 

constitucional de las Fuerzas Militares, lo que se contrapone a los fines de la 

administración, en palabras de Martorell (1952) 

Por ello, con toda razón, la Administración militar, como la financiera, 

viene tratada por los administrativistas al final de sus obras, es decir, 

después de haber examinado los fines de la Administración, pues aunque 

los fines no se puedan realizar sin los medios, aquéllos tienen siempre 

prioridad lógica sobre éstos, de igual forma que, si bien no podemos 

llegar a un lugar sin un camino que nos lleve a él. Nunca nos ponemos 

en camino sin antes haber decidido adonde nos proponemos ir.(p114). 

Ahora bien, se presenta tal colisión al entrar a la arena jurídica el artículo 13 

superior: 

“ARTICULO   13.  Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, 
recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los 
mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por 
razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión 
política o filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva 
y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 
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El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad 

manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan”. 
(Asamblea Nacional Constituyente 1991). 

El último inciso habla sobre el principio de estabilidad laboral reforzada, del cual se 

hace referencia ampliamente en la sentencia de Tutela T 770 de 2012, pues bien, 

partiendo de dicha colisión, se propone como solución definitiva el retirar del 

ordenamiento jurídico la expresión subrayada. 

 

Es por esto que se dio inicio a aplicar aquella figura proveniente del derecho francés 

definida según Cassagne: 

La potestad discrecional fue concebida desde el derecho administrativo 

clásico como aquella contraria a la potestad reglada, es decir, aquella 

potestad de la administración para actuar libremente, sin que la conducta a 

adoptar estuviera predeterminada por una norma. (CASSAGNE, El principio 

de legalidad y el control judicial de la discrecionalidad administrativa, 2009) 

 

Para el asunto concreto no puede desconocerse que los oficiales y suboficiales de 

las Fuerzas Militares de Colombia se someten a estrictos exámenes de aptitud 

sicofísica a fin de ser incorporados para cumplir con la misión constitucional de las 

Fuerzas Militares. 

 

Según la Corte Constitucional Colombiana, la  forma en la que está actuando el 

Ministerio de Defensa afecta grandemente los derechos fundamentales de los 

uniformados, pues primero deben sufrir el sinsabor de un retiro carente de 

motivación a todas luces inconstitucional, y luego de surtir un largo proceso 

contencioso administrativo se les niegan nuevamente sus derechos, tales como el 

ascenso. CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia Su 053 de 2015. 

 

Eventos negativos como un accidente o un atentado en combate no pueden se 

óbice para desconocer que los miembros de la Fuerzas Militares son también 

víctimas del conflicto armado. 
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Desconocer el derecho a ascender a un miembro de la Fuerza Pública significa una 

revictimización, pues no puede pretender el Ministerio de Defensa, que luego de 

sufrir un trauma físico, dichas personas sufran un trauma emocional al ser privados 

de sus honores militares y sus ascensos. 

 

Así tales militares tengan derecho a ser pensionados por invalidez, pues nadie 

quiere entrar a laborar buscando una exigua pensión de invalidez, entrar a las 

Fuerzas Armadas más que un trabajo, es un estilo de vida, y el oficial o suboficial 

que se incorpora siempre busca no solo hacer carrera, sino vivir la experiencia de 

vida de ser militar. 

Lo anterior genera entonces la carga al militar herido en combate de presentar  

acción judicial buscando su ascenso, causando un detrimento patrimonial a los 

recursos estatales. 

Cosa que no fue así en el pasado, tal y como nos dice TEYLOR ESLOVER 

MOSQUERA OSMA en su artículo académico para optar por el título de especialista 

en derecho administrativo: 

“De acuerdo con lo desarrollado hasta el momento los miembros, de la 

Policía Nacional y Fuerzas Militares, en el cumplimiento de varios años de 

labor, son separados de la institución sin previa notificación o advertencia. 

Esto debido a la potestad discrecional ya que el proceso de retiro o 

desvinculación no tiene carácter disciplinario, los actos preparatorios a la 

desvinculación no son comunicados al afectado, de igual forma no son 

motivados, las razones por las cuales se justificaba la desvinculación es 

(únicamente por razones del servicio). El afectado interpone las acciones 

pertinentes para efectuar la defensa a la vulneración de sus derechos por 

medio de demanda, el Consejo de Estado (en la mayoría de ocasiones), se 

apoya en el principio de legalidad, determina que el acto de desvinculación 

administrativo es acorde con la norma aplicable al caso y estará en cabeza 

del afectado probar lo contrario a la decisión, aunque el acto no existiera una 

motivación previa. El accionante en la evidente dificultad de probar la 
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ilegalidad del acto, el cual no tiene motivos claros ya que no fue notificado, 

abrumadoramente en la mayoría de casos el Consejo de Estado reconoce 

que se ajustan a la norma y le concede la razón a la administración”. 

Escobar, D. (2014). La vulneración de derechos constitucionales del personal de las Fuerzas 

Militares y Policía Nacional por la “facultad discrecional”. 

 

Claro está que la jurisprudencia ha decantado un mecanismo idóneo y expedito para 

buscar la protección de tales derechos, así lo estima Wolff Velásquez (2015) 

La acción de tutela no es, o no era en principio el mecanismo idóneo para 

solicitar la protección a la estabilidad laboral reforzada, porque el proceso 

idóneo, es iniciar un proceso ante la Jurisdicción Ordinaria Laboral. Pero, 

la Corte ha considerado que la violación a la estabilidad laboral reforzada 

conlleva a la violación de derechos fundamentales y por lo tanto se ha 

aceptado la procedencia excepcional de la acción de tutela para resolver 

estos menesteres. (p11). 

 

Prescribe la misma Constitución Política en su parte dogmática y valga la 

redundancia que “La Constitución es norma de normas”, lo cual quiere decir que 

cualquier norma que sea contraria a la misma, necesariamente debe salir del 

ordenamiento jurídico, a este respecto se pronunció la Corte Constitucional en 

sentencia de constitucionalidad C 415 del 6 de junio de 2012 MP MAURICIO 

GONZALEZ CUERVO: 

 
SUPREMACIA DE LA CONSTITUCION POLITICA-Principio estructural 
del orden jurídico 

La supremacía de la Constitución Política sobre el resto de prescripciones del 

sistema de derecho nacional, es un principio estructurante  del orden jurídico: 

el conjunto de prescripciones que integran el derecho positivo, se ordena en un 

sistema normativo, en virtud de la unidad y coherencia que le imprimen los 

valores, principios y reglas establecidas en la Constitución. En otras palabras, 

el orden jurídico de la sociedad política se estructura a partir de la Carta 
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Fundamental. Por eso, ha dicho la Corte: “La posición de supremacía de la 

Constitución - ha dicho esta Corporación - sobre las restantes normas que 

integran el orden jurídico, estriba en que aquélla determina la estructura básica 

del Estado, instituye los órganos a través de los cuales se ejerce la autoridad 

pública, atribuye competencias para dictar normas, ejecutarlas y decidir 

conforme a ellas las controversias y litigios que se susciten en la sociedad, y al 

efectuar todo esto, funda el orden jurídico mismo del Estado.(P3). 

Ahora bien, continuando esta misma línea argumentativa, la ley 1437 de 2011 

Código de procedimiento administrativo y contencioso administrativo en su artículo 

135 ha prescrito el mentado control de constitucionalidad de aquellas normas que 

sean expedidas por el Gobierno Nacional y que no sean competencia de la Corte 

Constitucional, a este respecto citando la sentencia ya descrita: 

 

“Al reglamentar el ejercicio de la nulidad por inconstitucionalidad, el artículo 

135 de la Ley 1437 de 2011, ha previsto en el parágrafo demandado que el 

Consejo de Estado, en este tipo de procesos, no estará limitado para proferir 

su decisión a los cargos formulados en la demanda y que, en consecuencia, 

podrá fundar la tal declaración en la violación directa de cualquier norma 

constitucional. De esta forma, el Legislador  no ha hecho cosa distinta que 

consagrar normativamente lo que es una doctrina constitucional con plena 

vigencia: el ejercicio del control constitucional abstracto de manera integral, 

tal como quedó expuesta en los párrafos precedentes. Por este aspecto, 

entonces, no se advierte transgresión del preámbulo y del artículo 2 

constitucional, puesto que la disposición demandada tiene sólido 

fundamento en los artículos 4, 237.2 y 241 de la Constitución, que consagran 

la supremacía e integridad de la Carta Fundamental. Por el contrario, puede 

argumentarse que el parágrafo acusado, al fortalecer los poderes y 

atribuciones del Consejo de Estado como juez constitucional, en aras de 

garantizar y preservar la supremacía constitucional, lo que logra es 

consolidar la prevalencia de los fines esenciales del Estado, previstos en el 

precitado canon constitucional. Es más, la jurisprudencia constitucional ya 
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había aceptado de tiempo atrás, esta facultad conferida al Consejo de 

Estado, cuando consideró, en la sentencia C-197 de 1999, que “tratándose 

de derechos fundamentales de aplicación inmediata, el juez administrativo a 

efecto de asegurar su vigencia y goce efectivos debe aplicar la 

correspondiente norma constitucional, en forma oficiosa, así la demanda no 

la haya invocado expresamente”.(p9) 

 

Por lo que automáticamente se abre la posibilidad de retirar la censurada norma del 

ordenamiento jurídico colombiano y así hacer respetar los derechos fundamentales 

de los otrora combatientes en favor del orden constitucional. 

 

Retomando a Correa Montoya (2009) 

La jurisprudencia constitucional colombiana en relación con la protección de los 

Derechos Humanos de las personas con discapacidad ha jugado un rol activo, 

a través de las sentencias la Corte ha protegido ampliamente a las personas 

con discapacidad y se ha referido a sus derechos en numerosas ocasiones, los 

ha ampliado, ha garantizado y en general ha redignificado a la persona con 

discapacidad y recalcado la posición privilegiada que les otorga el texto 

constitucional. (P118). 

Lo que nos hace pronosticar un resultado positivo en el futuro pronunciamiento de 

la Acción de Nulidad por Inconstitucionalidad ya incoada por este servidor. 

Por otra parte  es  de  resaltar  que  ya  existen  casos   donde  ha  habido  un 

pronunciamiento  cuando  el  miembro de la  Fuerza Pública  ha  sido  herido  en  

combate y  tiene  una  pérdida de la capacidad laboral.  Es  ahí  donde  se  ha 

aplicado el artículo 183 del Decreto 1211 de 1990 el por el cual se reforma el 

estatuto del personal de oficiales y suboficiales de las fuerzas militares  y  el cual 

reza: 

ARTICULO 183. INCAPACIDAD ABSOLUTA EN COMBATE. Si la 

incapacidad absoluta y permanente o gran invalidez de que trata el artículo 

anterior fueren consecuencia de heridas en combate o como consecuencia 

de la acción del enemigo, en conflicto internacional o en tareas de 
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mantenimiento o restablecimiento del orden público interno, el Oficial o 

Suboficial tendrá derecho a:  

a. Al ascenso al grado inmediatamente superior, sobre cuyos haberes serán 

liquidadas y pagadas todas sus prestaciones.  

b. A que por el Tesoro Público se le pague, por una sola vez, la 

indemnización que corresponda a su lesión de acuerdo con el reglamento 

respectivo, aumentada en otro tanto.  

c. A percibir del Tesoro Público una pensión mensual equivalente al ciento 

por ciento (100%) de las partidas señaladas en el artículo 158 de este 

Decreto. 

d. Al auxilio de cesantía y demás prestaciones correspondientes a su grado 

y tiempo de servicio.  

e. A una bonificación equivalente al treinta por ciento (30%) del valor de la 

indemnización que resulte de la aplicación de la Tabla "D" del Decreto ley 94 

de 1989 o normas que lo sustituyan, modifiquen o adicionen.  

f. A importar para uso personal libre de cualquier gravamen nacional, 

implementos ortopédicos y un vehículo de características especiales acordes 

con su limitación física o incapacidad permanente, que permitan su 

rehabilitación y recuperación.  

MINISTERIO DE DEFENSA. (1990). DECRETO 1211 DE 1990. COLOMBIA: 

LEGIS. 

 

6. CASOS CONCRETOS 

 

De la  anterior  norma  se  evidencia  no  solo  la  aplicabilidad   de  la norma  a  

casos  donde  hay  una  pérdida  de  la  capacidad  absoluta, sino  el ascenso  a  

que  tienen  derecho  estos miembros de  la  Fuerza Pública  que  han  sido  heridos  

en  combate, de  tal manera  que  se  tienen  como  ejemplo  los  siguientes  casos: 

 

Teniente  Coronel GABRIEL  CARDONA  GALVIS retirado  y ascendido al grado de  

Coronel, retirado  y ascendido al grado del  Coronel, mediante  Decreto 12141 de 
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2002  bajo  los  hechos  ocurridos   el  día  15 de  septiembre de 2000, con  una  

disminución de  la  capacidad  psicofísica  del 95.08%. 

 

Como  segundo caso  el  Capitán  WILLIAM MAURICIO  VILLAMIL MALAVER, 

retirado  y ascendido al  grado de  Mayor  con aplicación al artículo 183 del Decreto 

1211 de 1990 mediante  Decreto 12141 de 2002, respecto de  los  hechos ocurridos 

en la  fecha  15 de septiembre de 2000, con  una  disminución de  la  capacidad  

psicofísica del 100%  incapacidad  absoluta  y  permanente.   

 

Como tercer caso se tiene el del Cabo SAMUEL HERNANDO  

BOCANEGRARAMIREZ, retirado y ascendido al grado de  sargento segundo  

retirado, mediante  resolución No000482. 

 

Un cuarto caso  corresponde  al Cabo PARDA FIERRO HELBERT retirado  y 

ascendido al grado de  Sargento Segundo, mediante   resolución  No 1269 de 2004, 

respecto de  los  hechos  ocurridos  el  día 26 de  enero de 200, con una disminución 

psicofísica del 100% 

 

Por  último  el  caso    del Cabo  Segundo  GONZALEZ SANCHEZ BERNARDO, 

retirado  y ascendido al grado de  Cabo  Primero el día  28 de  septiembre de 2004, 

mediante resolución No0990 de 2004 con hechos de  fecha  16 de  febrero de 2003 

Con una disminución de  la  capacidad  psicofísica    del 97,82. 

 

7. CONCLUSIONES 

 

 Se  hace  necesario  buscar  un criterio de  unificación de  la norma,  pues  bien  los  

operadores judiciales  le  han  dado  una  interpretación muy ambigua y  esto  ha  

generado  el  desconocimiento de  principios  fundamentales  como  lo  es  el   

estabilidad laboral reforzada de los militares heridos en combate. 
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 Por otra  parte existe  el  mecanismo  para  proteger esas  garantias anteriormente  

mencionadas  y  está  en acudir  a  la  accion de  nulidad  por inconstitucionalidad 

de  la norma. 

 Existen precedentes  de  fallos  emitidos  reconociendo  el derecho de  ascenso de  

militares  que  han sido heridos  en  combate  y  que  han  perdido  su  capacidad  

laboral  con  ocasión de  este. 

 La forma en la que está actuando el Ministerio de Defensa afecta grandemente los 

derechos fundamentales de los uniformados, pues primero deben sufrir el sinsabor 

de un retiro carente de motivación a todas luces inconstitucional, y luego de surtir 

un largo proceso contencioso administrativo se les niegan nuevamente sus 

derechos, tales como el ascenso. 

 Vemos que a través del activismo judicial los jueces constitucionales se han visto 

en la necesidad de inmiscuirse en las competencias propias de la rama ejecutiva y 

han llegado a ordenar directamente tales ascensos, pues el Ministerio de Defensa 

se ha negado a darle el verdadero alcance a las garantías de dicha población 

discapacitada  

 En fin, cuando la administración del ramo de la defensa entienda esto, se habrá 

acercado a un punto más justo para sus ciudadanos-soldados, que no por 

pertenecer voluntariamente a las Fuerzas Armadas del Estado han renunciado a 

sus derechos fundamentales. 

 Así como lo dijo Luis Mauricio Ramírez Leal en su trabajo investigativo, con este 

texto investigativo busco crear reflexión y dar a entender que el ciudadano que un 

día decidió por su albedrío ingresar a las Fuerzas Militares de Colombia lo hizo 

buscando defender nuestros intereses, y que por ese hecho no renunció a sus 

derechos fundamentales, finalmente ellos buscan lo que busca cualquier otra 

persona, crecer y ser aceptado en su entorno social, búsqueda inherente al ser 

humano.(Ramírez Leal. 2012, p112) 

 Citando a Goyes Moreno (2012), en sus conclusiones 

La validez de los principios en el mundo jurídico queda evidenciada con 

la multiplicidad de fallos que han resuelto serias colisiones de intereses 
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y situaciones reales de injusticia material, recurriendo a este tipo de 

normas, aunque produzca resistencia tanto por los supuestos efectos 

económicos como por las disputas de poder que conllevan estas 

decisiones.(p12) 
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